	Fecha
	25 de febrero de 1975
	Sesión número
	8-I

	Motivo: Amparo

	Recurrente: FÁBRICA DE ALIMENTOS PARA ANIMALES FERNANDO GUARDIA M. SOCIEDAD ANÓNIMA

	Recurrido: MINISTRO DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMERCIO

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que su representada formalizó en Nicaragua un contrato para la compra de sesenta mil quintales de maíz en grano, al amparo del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, del Tratado Multilateral de Libre Comercio e Integración Económica Centroamericana y del Protocolo Especial sobre Granos Básicos (Protocolo de Limón). Que el administrador de aduana de Peñas Blancas, por órdenes del Ministro de Economía, Industria y Comercio, negó sin ninguna base legal, el ingreso al país de ese grano. Que solicitó que se le diera la citada negativa al permiso de entrada de los furgones detenidos por escrito, lo cual no pudo obtener de ninguno de los funcionarios.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que el Protocolo de Limón establece el libre comercio, condicionado a que los Estados cumplan con las disposiciones que contiene el mismo sobre la obligatoriedad de coordinar los programas de producción y abastecimiento, así como de mantener programas adecuados de estabilización de precios, obligaciones que no han sido cumplidas por la mayoría de los Estados signatarios, hecho por el cual el Protocolo no ha tenido plena vigencia.  Habiendo Costa Rica establecido una política de estabilización de precios en granos básicos y programas nacionales de producción y abastecimiento de los mismos, se encontraría en clara desventaja frente a los demás países del istmo si aplicara el libre comercio irrestricto, por cuanto, al fijar precios mayores para la compra de dicho grano con objeto de estimular la producción nacional, en relación con los existentes en los demás países centroamericanos, los granos provenientes de ellos inundarían el mercado nacional con grave perjuicio para la economía costarricense. 

	Parte dispositiva
	Se declara con lugar. El informe del recurrido arribó extemporáneamente. El plazo otorgado es perentorio, lo que equivale a decir que dentro del mismo debe realizarse fatalmente el acto, porque de lo contrario carece de validez legal, conforme lo dispone el artículo 7 de la Ley de Amparo, al decir que “los términos son perentorios e improrrogables” y el 10, al disponer que “si el informe no fuere rendido dentro del término correspondiente, se declara procedente el recurso sin más trámite”, sin necesidad de entrar al fondo de la cuestión.


N° 8
SESIÓN DE CORTE INTERINA celebrada a las siete horas y cuarenta y cinco minutos del día veinticinco de febrero de mil novecientos setenta y cinco, con asistencia de los señores Magistrados Retana, Presidente; Jacobo y Valverde.
Artículo II
También se conoció el recurso de amparo promovido por Fábrica de Alimentos para animales Fernando Guardia M. Sociedad Anónima, contra el señor Ministro de Economía, Industria y Comercio, en el cual se alega: “1.- En el mes de enero próximo pasado, mi representada había formalizado en la República de Nicaragua un contrato para la compra de sesenta mil quintales de maíz en grano, al amparo del TRATADO GENERAL DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA CENTROAMERICANA, del TRATADO MULTILATERAL DE LIBRE COMERCIO E INTEGRACIÓN ECONÓMICA CENTROAMERICANA y del PROTOCOLO ESPECIAL SOBRE GRANOS BASICOS (PROTOCOLO DE LIMÓN), acuerdos de los cuales Costa Rica es por supuesto, signataria, con el objeto de importar el mismo al país.
2.- El día cinco de febrero de los corrientes, venían de Nicaragua, consignados a favor de la compañía que represento, los primeros ocho furgones de maíz sin moler de producción nicaragüense, en cumplimiento del compromiso suscrito.-

3.- Al llegar los citados furgones a la frontera de Peñas Blancas del lado costarricense, el administrador de aduana de ese lugar, señor Arce Portuguez, negó sin ninguna base legal, el ingreso al país de ese grano, hasta tanto no recibiera instrucciones, del todo innecesarias, del Ministerio de Economía, Industria y Comercio.

4.- Me presenté entonces al Ministerio dicho donde el señor Vice-Ministro me manifestó que no me darían la autorización correspondiente hasta tanto no tuvieran el visto bueno del Consejo Nacional de Producción.-

5.- Hecha por el Ministerio la consulta correspondiente, la citada institución no recomendó la importación, manifestando que tenía suficiente maíz en bodega, motivo por el cual el señor Vice-Ministro, previa la consulta al Licenciado Sánchez Méndez, Ministro del ramo, se negó a dar el permiso de entrada, alegando que de todas maneras el comercio de granos en el Istmo nunca había operado.-

6.- Traté entonces de que se me diera la citada negativa al permiso de entrada de los furgones detenidos por escrito, lo cual no pude obtener de ninguno de los dos citados funcionarios.-


De lo expuesto se evidencia que los señores Ministro y Vice-Ministro de Economía, Industria y Comercio, han dispuesto, arbitrariamente, cerrar la frontera a la importación de maíz en grano originario del área centroamericana, justificando su proceder con razones de hecho y no de derecho, según se desprende de sus propias manifestaciones al decir que “de todas maneras el comercio de granos en el Istmo nunca ha operado”, y alegando que las reservas del Consejo Nacional de Producción son suficientes.-

El último párrafo del artículo III del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, que no es sino una copia del artículo II del Tratado Multilateral de Libre Comercio e Integración Económica Centroamericana, tratados de los cuales Costa Rica es signataria y que por supuesto se encuentran plenamente vigentes desde que no han sido denunciados, disponen que:
“Las mercancías originarias del territorio de los Estados  signatarios gozarán de tratamiento nacional en todos ellos y estarán exentas de toda restricción o medida de carácter cuantitativo, con excepción de las medidas de control que sean legalmente aplicables en los territorios de los Estados contratantes por razones de sanidad, de seguridad o de policía”.-

En otras palabras, que de acuerdo con los citados tratados, cualquier mercancía originaria de los territorios de los Estados contratantes, se deberá tener, necesariamente, como nacional.-  Consecuentemente, cualquier acto, ya sea negativo o positivo, que “amenace o restrinja la libertad de comercio”, estaría violando el artículo 46 de la Constitución Política, a menos que se deba a medidas de control por razones de sanidad, seguridad o policía, situaciones antes las cuales definitivamente no nos encontramos, ya que en el supuesto caso que se dieran, no competería al Ministerio citado aplicarlas, sino al Departamento Técnico correspondiente del Ministerio de Agricultura y Ganadería o al Ministerio de Seguridad Pública-  Además de los Tratados citados, se estaría violando el Protocolo Especial Sobre Granos Básicos (Protocolo de Limón), el cual se firmó en ejecución del Tratado primeramente citado, y como dice su considerando II, “… a fin de facilitar el libre comercio de tales artículos…” refiriéndose primordialmente al maíz sin moler, el cual establece en su artículo primero que:
“Los Estados contratantes regularán la comercialización e intercambio de granos básicos del área centroamericana, entendiéndose por estos, 
EL MAIZ, arroz, frijol y maicillo (sorgo); coordinarán las políticas nacionales de producción y abastecimiento y ASEGURARÁN LA MAS AMPLIA LIBERTAD DE COMERCIO.” (Las mayúsculas son del que suscribe).-

La disposición del Ministerio, al negarle a mi representada el permiso de entrada al país del grano sin moler en cuestión, la coloca en imposibilidad de cumplir con sus compromisos, y la perjudica gravemente, pues el contrato firmado en la República de Nicaragua contiene una seria cláusula penal para el caso de incumplimiento.-

Por tratarse de una violación que le está causando a mi representada un perjuicio grave e irreparable, y no existir ningún otro procedimiento a mi alcance apto para obtener la adecuada protección a mis derechos constitucionales, pido ordenar se autorice de inmediato el ingreso al país de los furgones con el maíz en grano consignado a favor de mi representada, mientras se tramita y resuelve el recurso, todo de conformidad con lo que al efecto dispone el artículo 13 de la Ley de Amparo.-


En tratándose de una negativa emanada directamente del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, no tendría objeto ningún otro reclamo o recurso administrativo contra ella, por lo que no queda sino la alternativa del recurso que establezco.-


Con base en los Tratados y Protocolo citados, artículos 48 y 46 de la Constitución Política, y 44 y 45 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en relación con la Ley de Amparo, número 1161 de 2 de junio de 1950, y Resolución número cinco de las catorce horas del veintisiete de febrero de mil novecientos setenta de la Corte  Interina, en Recurso de Amparo de “Avícolas Granjero, S.A.” contra el Ministerio de Agricultura y Ganadería y el Jefe de la Sub-Dirección de Sanidad Animal de ese Ministerio.


PIDO:

a) Que se declare con lugar el presente recurso autorizando el ingreso al país del maíz en grano originario de Nicaragua, el cual se deberá tener como nacional, declarando en consecuencia que la negativa del Ministerio para dar esa autorización es violatoria de la libertad de comercio consagrada en el artículo 46 de la Constitución Política y debe cesar de inmediato, bajo los apercibimientos del artículo 16 de la Ley de Amparo.-

b) Que se le ordene al administrador de Aduana de Peñas Blancas, frontera Norte, que de inmediato debe autorizar el ingreso al país del grano en cuestión”.-


El señor Ministro contestó el informe que le fue solicitado así: “1.- Aduce el recurrente que la medida tomada por el Ministerio de Economía, Industria y Comercio al no autorizarse la internación al país de ocho furgones cargados con maíz sin moler procedente de Nicaragua y consignado a su representada, es violatoria del artículo 46 de la Constitución Política, porque restringe la libertad de comercio.

Fundamenta su aseveración en que el Protocolo Especial sobre Granos Básicos (Protocolo de Limón) suscrito por los Estados Centroamericanos el 28 de octubre de 1965, establece el libre comercio de esos granos, entre los cuales está incluido el maíz.


Al respecto cabe destacar que, aunque dicho Protocolo establece el libre comercio, este está condicionado a que los Estados cumplan con las disposiciones que contiene el mismo sobre la obligatoriedad de coordinar los programas de producción y abastecimiento, así como de mantener programas adecuados de estabilización de precios.


En efecto, el artículo 2 del Protocolo obliga a los Estados signatarios a “formular y ejecutar programas nacionales de producción y abastecimiento de granos básicos, a coordinar dichos programas a nivel centroamericano de acuerdo con las necesidades de la integración y del desarrollo económico equilibrado de los Estados contratantes, a fin de adoptar en aquellas materias una política uniforme y que regule y ordene el intercambio de tales productos.”  A su vez el artículo 7 del mismo obliga a “fortalecer y mantener programas adecuados de estabilización de precios de granos básicos, a coordinar dichos programas y darles un alcance centroamericano en cuanto las circunstancias lo permitan”.-


Las obligaciones en mención no han sido cumplidas por la mayoría de los Estados signatarios, hecho por el cual el Protocolo no ha tenido plena vigencia.  Prueba de lo dicho es que los Gobiernos de Centroamérica han reconocido en la Resolución tomada en el Quinto Período de Sesiones de la Tercera Reunión de Ministros de Economía de Centroamérica, celebrada del 17 al 2 de diciembre de 1970 (más de cinco años después de la firma del Protocolo), y que consta en el Acuerdo Segundo del capítulo referente a Coordinación de la Política Agrícola (Anexo 7), cuyo párrafo primero establece: “Que el desarrollo agrícola en el Mercado Común debe basarse  no sólo en el libre comercio y en la equiparación arancelaria sino también en la coordinación de las políticas y programas nacionales de producción, comercialización e industrialización de los bienes procedentes del mismo sector; en el pleno cumplimiento del protocolo Especial sobre Granos, mediante la superación de los obstáculos institucionales, financieros o de otra naturaleza que han impedido hasta ahora su adecuada ejecución, y, finalmente en la ampliación de las atribuciones de la Comisión Coordinadora de Mercadeo y Estabilización de Precios, para que esta pueda cumplir a cabalidad las funciones que aquel instrumento le señala y exige la política acordada en esa oportunidad” (el subrayado no consta en el original).

Ante tales circunstancias, los Estados Centroamericanos han tenido que adoptar mecanismos, que permitan que el comercio de granos se realice en forma orientada, de tal manera que no existan distorsiones en el intercambio de los mismos.  Habiendo Costa Rica establecido una política de estabilización de precios en granos básicos y programas nacionales de producción y abastecimiento de los mismos, se encontraría en clara desventaja frente a los demás países del istmo si aplicara el libre comercio irrestricto, por cuanto, al fijar precios mayores para la compra de dicho grano con objeto de estimular la producción nacional, en relación con los existentes en los demás países centroamericanos, los granos provenientes de ellos inundarían el mercado nacional con grave perjuicio para la economía costarricense.

Los países miembros del Mercado Común Centroamericano han aceptado aplicar actualmente este tipo de autorregulaciones de intercambio, no sólo en lo referente a granos, sino también en cuanto a otros artículos como los considerados “rubros sensitivos” (calzado, vestuario y textiles), para los cuales, pese al libre comercio irrestricto  establecido en el Tratado General de Integración Económica Centroamericana, se ha adoptado un sistema de cuotas de tal manera que no existan distorsiones en el comercio.  Dichas medidas han sido consecuencia de la situación especial en que se encuentra la integración centroamericana, en donde dos de sus Estados Signatarios no tienen desde 1969 relaciones económicas y comerciales. Esta situación ha obligado a los otros a establecer mecanismos ad hoc que modifican sustancialmente la letra y espíritu de los tratados, convenios y protocolos suscritos originalmente, para adaptarlos a la realidad económica-jurídica imperante en la actualidad.


Finalmente es importante mencionar que en la Declaración de los Presidentes de Centroamérica, del 14 de los corrientes, en lo que se refiere a granos se acordó lo siguiente:

a) Recomendar a los institutos de estabilización de precios que coordinen su acción en lo que respecta a las importaciones y exportaciones de granos con la intención de dar preferencia a los requerimientos de la región, y mientras se adopten los mecanismos que permitan alcanzar los objetivos y propósitos del protocolo de Limón, dar cumplimiento a las disposiciones de dicho instrumento relacionado con la realización de consultas periódicas para coordinar campos, tales como el abastecimiento regional de granos básicos y política de sustentación de precios.

Las consideraciones señaladas fundamentan la medida tomada por el Ministerio de Economía, Industria y Comercio, que es objeto del presente recurso de Amparo.
2.- Aduce además la empresa recurrente que la orden impartida por este Ministerio, de no permitir el libre comercio del maíz procedente de Nicaragua destinado a dicha empresa, constituye una medida unilateral violatoria de las disposiciones contenidas en los artículos III del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, II del Tratado Multilateral del Libre Comercio e Integración Económica Centroamericana y 1° del Protocolo Especial sobre Granos.  Al efecto cabe establecer que cuando alguna de las Partes Contratantes se considere afectada por disposiciones que en su criterio afecten sus intereses, debe emplear los recursos a que se refiere el artículo XXVI del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, así como los artículos 2, 3, 4, 5, 15, 17, 18 y 31 del Reglamento sobre Procedimientos para Resolver Conflictos en el Mercando Común Centroamericano, de 27 de marzo de 1968.


No habiéndose agotado los recursos y trámites referidos el recurso de amparo que nos ocupa es improcedente, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 inciso d) de la Ley de Amparo.  En el sentido apuntado se pronunció la Corte Suprema de Justicia en resolución de las diez horas del 5 de junio de 1970.


Por los motivos invocados y citas de ley pido a los señores Magistrados con todo respeto se declare sin lugar el recurso de amparo interpuesto.”


Previa deliberación, se acordó: declarar con lugar el recurso y restablecer la situación que existía antes del recurso.  Ello, con base en las siguientes consideraciones:

I.- La Fábrica de Alimentos para Animales, Fernando Guardia M. Sociedad Anónima, a fin de proveerse de maíz, en el mes de enero último, formalizó en Nicaragua un contrato para la compra de sesenta mil quintales, en vista de que en nuestro país no lo pudo obtener, al amparo del Tratado Multilateral de Libre Comercio e Integración Económica Centroamericana y del Protocolo Especial sobre Granos Básicos (Protocolo de Limón).  Expresa el apoderado especial de esa compañía, señor José Antonio Guardia Pinto, que, el cinco de los corrientes, venían con rumbo a Costa Rica los ocho primeros furgones cargados con maíz, los cuales al llegar a la frontera fueron detenidos por nuestras autoridades, cumpliendo órdenes del señor Ministro de Economía, Industria y Comercio, alegando suficiente existencia de ese grano en el territorio nacional.-  Que no obstante haber hecho petición escrita de la referida prohibición, le fue negada, motivo por el cual ha interpuesto la presente demanda de amparo, por violación del artículo 46 de la Constitución Política contra el señor Ministro dicho, el Viceministro de la misma cartera y el administrador de la aduana de Peñas Blancas.
II.- Esta Corte admitió el recurso sólo contra el señor Jorge Sánchez Méndez, en carácter de Ministro de Economía, Industria y Comercio, a quien le solicitó el informe de ley, que fue rendido fuera de término, como adelante se explicará.- (Ver resolución de folio 6).-
III.- Al propio tiempo, la Corte requirió el informe pertinente al señor Ministro demandado y para rendirlo le señaló el término de veinticuatro horas, en resolución de las nueve horas del doce de los corrientes – folio 6 – que le fue notificado a dicho funcionario el día siguiente, trece (ver libro de conocimientos de la Secretaría de la Corte, pág. 127).  De manera que el señor Ministro disponía de un lapso para evacuar el informe solicitado que vencía a las diecisiete horas y media horas del día siguiente, que fue el viernes catorce, hora en que se clausuran las oficinas judiciales de la ciudad de San José, todo en armonía con  lo preceptuado por los artículos 105 y 106 del Código de Procedimientos Civiles, y 118 del Código de Procedimientos Penales, aplicados supletoriamente, conforme lo dispone el artículo 22 de la Ley de Amparo.-  No obstante, el informe llegó a la Secretaría de la Corte, por correo certificado, el lunes 17 del presente mes, es decir, arribó extemporáneamente.  En efecto, ese plazo es perentorio, lo que equivale a decir que dentro del mismo debe realizarse fatalmente el acto, porque, de lo contrario, carece de validez legal, conforme lo dispone el artículo 7 de la mencionada Ley, al decir que “los términos son perentorios e improrrogables” y el 10, al disponer que “si el informe no fuere rendido dentro del término correspondiente, se declara procedente el recurso sin más trámite”.-
IV.- En razón de los antes expuesto, sin necesidad de entrar al fondo de la cuestión y como lo solicita la parte recurrente en memorial de fecha 17 del mes en curso, procede declarar con lugar la presente demanda de amparo y restablecer las cosas al estado que tenían antes de producirse los hechos que le dieron origen, bajo los apercibimientos de los artículos 16 y 17 de la Ley de Amparo.” 
